
Registro digital: 2023945 
Instancia: Primera Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa, Constitucional 
Tesis: 1a./J. 59/2021 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
GESTIÓN INTEGRAL DE RESIDUOS. LOS MUNICIPIOS DEBEN PARTICIPAR DE MANERA CONCURRENTE 
Y EN COORDINACIÓN CON OTROS ÓRDENES DE GOBIERNO EN LA RECOLECCIÓN, MANEJO Y 
DISPOSICIÓN FINAL DE RESIDUOS PELIGROSOS BIOLÓGICO-INFECCIOSOS. 
 
Hechos: Una asociación civil promovió un juicio de amparo en contra de la negativa de una autoridad municipal 
para encargarse del manejo, traslado y disposición final de las jeringas desechadas que, como parte de su objeto 
social, recolecta para prevenir la transmisión de enfermedades por la reutilización de agujas en el suministro de 
drogas inyectables. La autoridad municipal negó la petición al considerar que corresponde exclusivamente a la 
Federación el manejo de esos residuos peligrosos biológico-infecciosos. 
 
Criterio jurídico: De acuerdo con el principio de concurrencia en las materias ambiental y de salud, corresponde a 
los Municipios intervenir, en coordinación con los órdenes de gobierno federal y estatal, en la recolección, 
transporte, tratamiento y disposición final de los residuos peligrosos biológico-infecciosos. 
 
Justificación: Los artículos 8, fracciones IV y X, de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente y 10, primer párrafo, fracción VIII, de la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los 
Residuos atribuyen a los Municipios, entre otras funciones, la atención de los asuntos que afecten el equilibrio 
ecológico en su circunscripción territorial, así como la participación en el control de los residuos peligrosos 
generados o manejados por microgeneradores, de acuerdo con la normatividad aplicable y con los convenios 
suscritos con los gobiernos de las entidades federativas. Las anteriores disposiciones recogen el principio de 
concurrencia reconocido en el artículo 73, fracción XXIX-G, de la Constitución Política del país, de acuerdo con 
el cual el ejercicio de las atribuciones en materia ambiental corresponde a la Federación, los Estados, la Ciudad 
de México y los Municipios. Bajo dicho principio, los gobiernos municipales tienen el deber de intervenir, en 
coordinación con los otros órdenes de gobierno, en la recolección, transporte, tratamiento y disposición final de 
los residuos peligrosos biológico-infecciosos. Así, la participación de los Municipios en coordinación con otros 
órdenes de gobierno es elemental, pues constituye una gestión directa e inmediata con la finalidad de proteger el 
medio ambiente y la salud de su población, ante el riesgo de accidentes y de transmisión de infecciones o 
enfermedades por agentes patógenos que conlleva la naturaleza de ese tipo de residuos. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 482/2020. Centro de Servicios Cser, A.C. y otros. 25 de agosto de 2021. Unanimidad de 
cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ausente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Ministra presidenta Ana Margarita 
Ríos Farjat. Secretarios: Juan Jaime González Varas y Mario Jiménez Jiménez. 
 
Tesis de jurisprudencia 59/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de 
uno de diciembre de dos mil veintiuno.  
Esta tesis se publicó el viernes 10 de diciembre de 2021 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de diciembre de 2021, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



Registro digital: 2023958 
Instancia: Primera Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa 
Tesis: 1a./J. 60/2021 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
RESIDUOS PELIGROSOS BIOLÓGICO-INFECCIOSOS. LAS JERINGAS DESECHADAS Y PREVIAMENTE 
UTILIZADAS PARA EL SUMINISTRO DE DROGAS INYECTABLES SE UBICAN EN LA DEFINICIÓN 
CONTENIDA EN LA NOM-087-SEMARNAT-SSA1-2002. 
 
Hechos: Una asociación civil promovió un juicio de amparo en contra de la negativa de una autoridad municipal 
para encargarse del manejo, traslado y disposición final de las jeringas desechadas que, como parte de su objeto 
social, recolecta para prevenir la transmisión de enfermedades por la reutilización de agujas en el suministro de 
drogas inyectables. La autoridad municipal negó la petición al considerar que corresponde exclusivamente a la 
Federación el manejo de esos residuos peligrosos biológico-infecciosos. 
 
Criterio jurídico: Dentro del concepto de residuos peligrosos biológico-infecciosos, en cuya gestión y manejo 
deben intervenir los Municipios en coordinación con otros órdenes de gobierno, encuadran las jeringas 
empleadas para el suministro de drogas inyectables, debido al peligro que representa su manejo por su 
naturaleza de objetos punzantes y por el riesgo de transmisión de enfermedades ante la presencia de fluidos 
corporales. 
 
Justificación: La primera parte del inciso 4.5.1 del numeral 4 de la norma oficial mexicana 
NOM-087-SEMARNAT-SSA1-2002, publicada en el Diario Oficial de la Federación el diecisiete de febrero de dos 
mil tres, señala que, para efectos del plan de manejo especializado a que se refiere el artículo 31 de la Ley 
General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, se clasifican como residuos peligrosos 
biológico-infecciosos los objetos punzocortantes que han estado en contacto con humanos o animales o sus 
muestras biológicas durante el diagnóstico y tratamiento. Este concepto inicial se complementa con la segunda 
parte de dicho precepto normativo, la cual establece que forman parte de la clasificación mencionada 
únicamente los tubos capilares, navajas, lancetas, agujas de jeringas desechables, agujas hipodérmicas, de 
sutura, de acupuntura y para tatuaje, bisturís y estiletes de catéter, con exclusión de los materiales de vidrio roto 
utilizados en laboratorio. De la interpretación armónica de las disposiciones referidas se obtiene que los objetos 
punzocortantes que se clasifican como residuos peligrosos biológico-infecciosos no únicamente son los 
utilizados para el diagnóstico o tratamiento médico, pues la norma en análisis también reconoce a las agujas 
empleadas para actividades distintas, como son la acupuntura y la realización de tatuajes. Por tanto, la condición 
relevante para considerar a las jeringas como residuos peligrosos biológico-infecciosos es que contengan agujas 
que hayan tenido contacto con las personas a través de la vía parenteral, entendida como la introducción en el 
organismo por vía intravenosa, subcutánea o intramuscular, pues en ellas convergen los factores de riesgo que 
implican su naturaleza punzante y la presencia de fluidos corporales, tal como acontece con las jeringas 
utilizadas para el suministro de drogas inyectables. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 482/2020. Centro de Servicios Cser, A.C. y otros. 25 de agosto de 2021. Unanimidad de 
cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ausente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Ministra presidenta Ana Margarita 
Ríos Farjat. Secretarios: Juan Jaime González Varas y Mario Jiménez Jiménez. 
 
Tesis de jurisprudencia 60/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de 
uno de diciembre de dos mil veintiuno.  
Esta tesis se publicó el viernes 10 de diciembre de 2021 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de diciembre de 2021, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 
 
 
 
 



Registro digital: 2023962 
Instancia: Plenos de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa 
Tesis: PC.III.A. J/5 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
SISTEMA INTERMUNICIPAL DE LOS SERVICIOS DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO (SIAPA). EL 
RECIBO DE CONSUMO (ELECTRÓNICO O FÍSICO) EXPEDIDO POR DICHO ORGANISMO 
DESCENTRALIZADO CONSTITUYE UNA RESOLUCIÓN DEFINITIVA SUSCEPTIBLE DE IMPUGNAR A 
TRAVÉS DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO). 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes resolvieron de manera disímbola en torno a la competencia o 
no del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco para conocer de los estados de cuenta por concepto de 
servicio de agua potable y alcantarillado. 
Criterio jurídico: El Pleno en Materia Administrativa del Tercer Circuito determina que de conformidad con el artículo 4, 
numeral 1, fracción I, inciso g), de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, el recibo de 
consumo, electrónico o físico, expedido por el Sistema Intermunicipal de los Servicios de Agua Potable y Alcantarillado (por 
sus siglas SIAPA), organismo público descentralizado del Poder Ejecutivo del Estado de Jalisco, constituye una resolución 
definitiva que contiene un crédito fiscal susceptible de impugnar a través del juicio contencioso administrativo. 
Justificación: El anterior criterio encuentra sustento en las siguientes razones jurídicas: 1o. El recibo de consumo de agua se 
emite por autoridad competente denominada Sistema Intermunicipal de los Servicios de Agua Potable y Alcantarillado (por 
sus siglas SIAPA), organismo público descentralizado del Poder Ejecutivo del Estado de Jalisco, con personalidad jurídica y 
patrimonio propios, con carácter de organismo fiscal autónomo, a quien corresponde la prestación de los servicios públicos 
de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento, reutilización, disposición de aguas residuales y manejo de aguas 
pluviales en el área metropolitana de Guadalajara. 2o. Aunado a lo expuesto, el recibo de consumo de agua constituye una 
contribución en su modalidad de derecho a cargo de los particulares y, por tanto, debe considerarse como un crédito fiscal, 
pues la autoridad emisora fija en cantidad líquida una obligación fiscal y, asimismo, establece de manera detallada y clara las 
bases para su liquidación, incluso con facultades especiales de una autoridad fiscal para efectos de cobro en términos de la 
Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco. 3o. La actividad que realiza el organismo fiscal autónomo goza de 
definitividad, pues el recibo de consumo constituye un proceso indisoluble de entero y recepción de contribuciones; lo 
anterior, pues en términos de la Ley de Ingresos del Municipio de Guadalajara aplicable, previo a la emisión de dicha 
actuación en donde consta el adeudo por servicio de agua potable y alcantarillado, existe una serie de actividades como la 
lectura de aparatos medidores, el envío mensual de la orden de pago al domicilio del usuario (y en caso de no recibirlo en el 
domicilio, a través de la ventanilla electrónica de trámites –o plataforma virtual–), el cual contiene la obligación fiscal, así 
como las bases para su liquidación y su fundamentación legal. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 22/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo y Tercero, ambos en Materia 
Administrativa del Tercer Circuito. 27 de septiembre de 2021. Mayoría de cuatro votos de la Magistrada Gloria Avecia Solano, 
así como de los Magistrados Jorge Héctor Cortés Ortiz, César Thomé González y Mario Alberto Domínguez Trejo. Disidentes: 
Lucila Castelán Rueda, Claudia Mavel Curiel López y Jorge Cristóbal Arredondo Gallegos, quienes formularon voto particular 
de manera conjunta. Ponente: Jorge Héctor Cortés Ortiz. Secretarios: Carlos Abraham Domínguez Montero y Francisco 
Enrique Méndez Cázares. 
 
Criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 
41/2020, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el 
amparo directo 255/2019.  
 
Nota: En términos del artículo 44, último párrafo, del Acuerdo General 52/2015, del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones del similar 8/2015, relativo a la integración y funcionamiento de los 
Plenos de Circuito, esta tesis forma parte del engrose relativo a la contradicción de tesis 22/2020, resuelta por el Pleno en 
Materia Administrativa del Tercer Circuito. 
 
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de diciembre de 2021 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de diciembre de 2021, para los efectos previstos en el punto 
noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 
 
 
 



Registro digital: 2023968 
Instancia: Plenos de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa 
Tesis: PC.III.A. J/6 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA EN EL ESTADO DE JALISCO. LA LEY 
RELATIVA Y EL REGLAMENTO DEL MUNICIPIO DE GUADALAJARA NO TRANSGREDEN EL DERECHO DE 
AUDIENCIA PREVIA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 14 CONSTITUCIONAL. 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron criterios distintos al analizar si la Ley 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios y el Reglamento de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Municipio de Guadalajara, violan o no el derecho de 
audiencia previa de los titulares de la información. 
Criterio jurídico: El Pleno en Materia Administrativa del Tercer Circuito determina que la Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios y el Reglamento de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública del Municipio de Guadalajara respetan el derecho de audiencia previa, 
consagrado en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Justificación: De la interpretación sistemática y conjunta del sistema normativo estatal en materia de 
transparencia y acceso a la información pública se desprende que en todo momento el titular tiene la oportunidad 
de ejercer sus derechos ARCO (acceso, rectificación, cancelación y oposición), comprendidos en la Ley de 
Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Jalisco y sus Municipios, y el 
responsable depositario la obligación de darle a conocer la información relacionada con su tratamiento, 
disposición y destino; además, los sujetos obligados tienen el deber de proteger la confidencialidad de los datos 
personales bajo su poder, de recabar el consentimiento del titular previo al tratamiento, y de garantizar que toda 
persona pueda ejercer el derecho a la protección de sus datos personales, de lo contrario, deberán abstenerse 
de divulgar esa información, por lo que se concluye que los referidos ordenamientos respetan el derecho 
humano de audiencia previa, consagrado en los artículos 14 y 16, párrafo segundo, de la Constitución General 
de la República. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 17/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Quinto y Sexto, ambos en 
Materia Administrativa del Tercer Circuito. 27 de septiembre de 2021. Unanimidad de siete votos de las 
Magistradas Gloria Avecia Solano, quien formuló voto aclaratorio, Lucila Castelán Rueda y Claudia Mavel Curiel 
López, así como de los Magistrados Jorge Héctor Cortés Ortiz, Jorge Cristóbal Arredondo Gallegos, quien 
formuló voto concurrente, César Thomé González y Mario Alberto Domínguez Trejo. Ponente: Jorge Héctor 
Cortés Ortiz. Secretarios: Raúl Octavio González Cervantes y Carlos Abraham Domínguez Montero. 
Tesis y criterio contendientes: 
El Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 
78/2017, el cual dio origen a la tesis aislada III.5o.A.69 A (10a.), de título y subtítulo: "TRANSPARENCIA Y 
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS (GUADALAJARA). 
LA LEY Y LOS REGLAMENTOS RELATIVOS, AL NO PERMITIR AL TITULAR DE LA INFORMACIÓN PÚBLICA 
CONFIDENCIAL SOLICITADA INTERVENIR EN EL PROCEDIMIENTO QUE REGULAN, VULNERAN EN SU 
PERJUICIO EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 14 DE LA CONSTITUCIÓN 
FEDERAL.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de diciembre de 2018 a las 10:19 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 61, Tomo II, diciembre de 
2018, página 1060, con número de registro digital: 2018861, y 
 
El sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el amparo 
en revisión 589/2019. 
 
Nota: En términos del artículo 44, último párrafo, del Acuerdo General 52/2015, del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones del similar 8/2015, relativo a la integración y 
funcionamiento de los Plenos de Circuito, esta tesis forma parte del engrose relativo a la contradicción de tesis 
17/2020, resuelta por el Pleno en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de diciembre de 2021 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de diciembre de 2021, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 



Registro digital: 2023922 
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ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. NO ES EXIGIBLE ACREDITAR UN INTERÉS LEGÍTIMO EN EL 
ESCRITO DE PETICIÓN MEDIANTE EL CUAL, DIRECTA O INDIRECTAMENTE SE SOLICITE, A MENOS QUE 
LOS SUJETOS OBLIGADOS JUSTIFIQUEN FEHACIENTEMENTE QUE SE TRATA DE INFORMACIÓN 
RESERVADA O CONFIDENCIAL, ACREDITANDO TALES EXTREMOS PARA VALIDAR LA RESTRICCIÓN 
(LEGISLACIÓN DE LA CIUDAD DE MÉXICO). 
Hechos: Una persona, por su propio derecho y a nombre de una asociación vecinal, que fue afectada en su vivienda por la 
construcción de un edificio realizada en un predio colindante, al observar que de los datos públicos contenidos en la página 
de Internet de una Alcaldía de la Ciudad de México se advertían fotos de una fachada que no correspondía al inmueble en 
construcción, presentó escrito de petición ante la autoridad competente en la Alcaldía para que revisara y verificara si se 
ajusta a derecho el trámite denominado "alineamiento y número oficial", llevado a cabo por el propietario o poseedor del 
inmueble en construcción. La respuesta a la parte afectada fue en el sentido de que, conforme al artículo 35 Bis de la Ley de 
Procedimiento Administrativo de la Ciudad de México, no se podía atender su solicitud, toda vez que ni ella ni la asociación 
son los titulares o causahabientes respecto del trámite referido, además de que no acreditaron su interés legítimo. 
Inconforme, promovió juicio contencioso administrativo en el que se declaró la nulidad de la resolución impugnada, por lo que 
la autoridad interpuso recurso de apelación, en el que el Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa local reconoció la 
validez de la sentencia, la cual fue impugnada por aquélla mediante juicio de amparo directo. Sin embargo, el escrito de 
petición no fue revisado adecuadamente y mucho menos atendido por la autoridad demandada, ni por el Pleno señalado.  
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que no es exigible acreditar un interés legítimo en el escrito de 
petición mediante el cual, directa o indirectamente se solicite el acceso a la información pública, a menos que los sujetos 
obligados justifiquen fehacientemente que se trata de información reservada o confidencial, acreditando tales extremos para 
validar la restricción, pues los derechos fundamentales no pueden ser disminuidos injustificadamente por normas de carácter 
formal o interpretaciones desmesuradas. 
Justificación: Lo anterior, porque como lo sostuvo este tribunal en la tesis de jurisprudencia I.4o.A. J/95, de rubro: "DERECHO 
DE PETICIÓN. SU RELACIÓN DE SINERGIA CON EL DERECHO A LA INFORMACIÓN.", entre el derecho de petición y el 
de acceso a la información existe una sinergia, pues se encuentran vinculados y relacionados, en la medida que garantizan a 
los particulares el derecho no sólo a que se les dé respuesta a sus peticiones por escrito y en breve término, sino a que sea 
con información completa, veraz y oportuna de que disponga o razonablemente deba disponer la autoridad, lo que constituye 
un derecho fundamental tanto de los individuos como de la sociedad. De ahí que, tratándose de un escrito de petición en el 
cual, directa o indirectamente se solicite acceso a la información pública, forzosamente deba atenderse al contenido del 
artículo 6o., apartado A, fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que prevé que toda 
persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública. 
Asimismo, de una interpretación sistemática de los artículos 4, 100 y 102 a 105 de la Ley General de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública y 2, 3, 4, 169, 170 y 173 de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de 
Cuentas de la Ciudad de México, se colige que las autoridades locales se encuentran constreñidas a observar que toda la 
información generada o en posesión de los sujetos obligados es pública, considerada un bien común de dominio público, 
accesible a cualquier persona; que el derecho de acceso a la información se rige por el principio de máxima publicidad y que, 
en caso de restringirse o limitarse, la procedencia de tales excepciones siempre deberá ser acreditada plenamente por los 
sujetos obligados, quienes deberán motivar la clasificación de la información, señalando las razones y circunstancias 
especiales que los llevaron a concluir que, en el caso particular, se ajusta al supuesto de excepción. Además, los sujetos 
obligados deberán, en todo momento, aplicar una prueba de daño. En este contexto, no resulta exigible acreditar un interés 
legítimo para, a través de un escrito de petición, tener acceso a información pública, a menos que los sujetos obligados 
justifiquen fehacientemente que se trata de información reservada o confidencial, acreditando tales extremos para validar la 
restricción, pues los derechos fundamentales no pueden ser disminuidos injustificadamente por normas de carácter formal o 
interpretaciones desmesuradas. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 309/2021. Laura Hortensia Castillo Vallejo. 28 de octubre de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Jean 
Claude Tron Petit. Secretario: José Arturo Ramírez Becerra. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia I.4o.A. J/95 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXXIII, febrero de 2011, página 2027, con número de registro digital: 162879. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de diciembre de 2021 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
 
 
 
 
 



Registro digital: 2023936 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa 
Tesis: VII.2o.A.2 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
DAÑOS Y PERJUICIOS EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. CUANDO SE RECLAMAN CON 
MOTIVO DE LA RETENCIÓN DE VEHÍCULOS POR INFRACCIONES DE TRÁNSITO, CORRESPONDE A LA 
AUTORIDAD DEMANDADA DEMOSTRAR QUE ÉSTOS SE RECIBIERON EN LAS CONDICIONES EN LAS 
QUE SE ENCUENTRAN, DE CONFORMIDAD CON LOS ARTÍCULOS 47 Y 294 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS PARA EL ESTADO DE VERACRUZ DE IGNACIO DE LA LLAVE. 
 
Hechos: Una persona moral promovió juicio contencioso administrativo contra la resolución negativa ficta a las 
solicitudes de devolución de diversos vehículos de transporte público de pasajeros. La Sala del Tribunal Estatal 
de Justicia Administrativa declaró su nulidad y ordenó su devolución; sin embargo, absolvió a la autoridad 
demandada del pago de daños y perjuicios generados durante el periodo de su resguardo; tal determinación fue 
confirmada en segunda instancia, al estimarse que la parte actora no demostró las condiciones de los 
automotores al momento de ser retenidos.  
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que cuando en el juicio contencioso administrativo 
se reclaman daños y perjuicios con motivo de la retención de vehículos por infracciones de tránsito, corresponde 
a la autoridad demandada demostrar que éstos se recibieron en las condiciones en las que se encuentran. 
 
Justificación: Lo anterior, porque conforme al artículo 47 del Código de Procedimientos Administrativos para el 
Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, las autoridades deberán probar los hechos que motiven sus actos, 
cuando el interesado los niegue lisa y llanamente como ocurrió en el caso particular, pues la quejosa negó que 
los vehículos de transporte público retenidos se encontraran en las condiciones de deterioro actual, situación que 
le impone a la autoridad demandada el deber de demostrar que los reintegrará en las mismas condiciones que 
cuando los retuvo en el ejercicio de sus facultades de imperio. En ese contexto, si el artículo 294 de la ley 
referida establece que para demandar el pago de daños y perjuicios se deben ofrecer las pruebas específicas 
para demostrar su existencia, el nexo causal de los perjuicios quedó dilucidado en la sentencia, en la que se 
declaró la nulidad de la resolución negativa ficta y se ordenó la restitución a la quejosa en el goce del derecho 
vulnerado. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 139/2021. Autobuses Coordinados de la Luz Francisco y Madero, S.A de C.V. 30 de septiembre 
de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Octavio Ramos Ramos. Secretario: Óscar Ávila Méndez. 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de diciembre de 2021 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



Registro digital: 2023948 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa 
Tesis: VII.2o.A.1 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS Y PERJUICIOS EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 
PROCEDE CUANDO SE ACREDITA LA RESPONSABILIDAD DOLOSA O CULPOSA DE LA AUTORIDAD 
DEMANDADA POR INCUMPLIMIENTO INJUSTIFICADO DE PAGO DERIVADO DE UN CONTRATO 
ADMINISTRATIVO DE COMPRAVENTA, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 294 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS PARA EL ESTADO DE VERACRUZ DE IGNACIO DE LA LLAVE. 
 
Hechos: La quejosa promovió juicio contencioso administrativo contra el incumplimiento de un contrato 
administrativo de compraventa. La Sala del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Veracruz declaró su 
nulidad lisa y llana para el efecto de que se le pagara únicamente el importe amparado en el contrato, 
declarando improcedente el reclamo de daños y perjuicios, al estimar que no estaba satisfecho el requisito 
previsto en el artículo 294 del Código de Procedimientos Administrativos para el Estado de Veracruz de Ignacio 
de la Llave, consistente en acreditar que con el acto impugnado el servidor público causó algún daño o perjuicio, 
ya sea dolosa o culposamente. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que cuando se acredita la responsabilidad dolosa 
o culposa de la autoridad demandada por incumplimiento injustificado de pago derivado de un contrato 
administrativo de compraventa, procede la indemnización por daños y perjuicios, en términos del artículo 294 del 
Código de Procedimientos Administrativos para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, cuya cuantificación 
será materia de prueba en el incidente de ejecución respectivo. 
 
Justificación: Lo anterior, en razón de que la relación de causa a efecto entre el hecho que se imputa y el daño 
producido, se ve acreditada con el incumplimiento de las obligaciones contractuales en que incurrió la autoridad 
demandada al dejar de atender a lo pactado en un contrato administrativo de compraventa, con lo cual, de 
acuerdo con la teoría de la culpa, se causaron daños y perjuicios, dado que el acto administrativo fue declarado 
nulo en el juicio contencioso administrativo por causas atribuibles a la entidad demandada, al considerar que no 
se encontró justificada legalmente la falta de pago, situación que se debió prever prudente y diligentemente, 
máxime que el contrato administrativo fue adjudicado mediante licitación simplificada, aspecto que implica la 
preparación, realización y asignación de un contrato al tenor de un procedimiento normativamente regulado, por 
lo que se debieron tomar previsiones para la disposición de las partidas presupuestales atinentes, a efecto de 
dar cumplimiento a la obligación contractual asumida previamente, lo que actualiza la falta de diligencia de 
quienes intervinieron en la celebración del referido contrato por parte de la autoridad demandada, lo que tuvo 
como consecuencia una afectación en la parte actora al no poder disponer de la cantidad pactada a que tenía 
derecho, aunado a la depreciación del valor adquisitivo y de los rendimientos que le pudieron producir, como se 
aprecia de la información pública contenida verificable en el portal oficial del Banco de México; por lo que si bien 
es cierto que no se quiso producir un daño, dado que los actos de las autoridades en el ejercicio de sus 
atribuciones gozan de la presunción de buena fe, también lo es que la violación normativa fue resultado de la 
falta de previsión al obrar sin la prudencia y diligencia necesarias por parte del agente estatal contratante. Por lo 
que sí se encuentra acreditada la responsabilidad por culpa, calificativa que el legislador ordinario estableció 
dentro de su libertad de configuración en el artículo 294 citado.  
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 60/2021. Grupo Corrado, S.A. de C.V. 23 de septiembre de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: 
Octavio Ramos Ramos. Secretaria: Ana Leticia Domínguez Antonio. 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de diciembre de 2021 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
 
 
 
 
 



Registro digital: 2023954 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa 
Tesis: I.4o.A.6 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
PETICIÓN RELACIONADA CON LA MATERIA DE UNA ACCIÓN PÚBLICA. CUANDO SE PLANTEAN 
RIESGOS A LA POBLACIÓN Y VIOLACIONES A LA REGULACIÓN EN EL ÁMBITO URBANÍSTICO LA 
AUTORIDAD, EN ACATAMIENTO AL DERECHO A LA BUENA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA, DEBE 
CONTESTARLA BAJO LA PREMISA DE QUE, INCLUSO DE OFICIO, DEBE OCUPARSE DE LA REVISIÓN 
PERTINENTE DE LOS ASPECTOS SEÑALADOS, PUES NO SE TRATA DE FACULTADES DISCRECIONALES, 
SINO REGLADAS (LEGISLACIÓN DE LA CIUDAD DE MÉXICO). 
Hechos: Una persona, por su propio derecho y a nombre de una asociación vecinal, que fue afectada en su 
vivienda por la construcción de un edificio realizada en un predio colindante, al observar que de los datos 
públicos contenidos en la página de Internet de una Alcaldía de la Ciudad de México se advertían fotos de una 
fachada que no correspondía al inmueble en construcción, presentó escrito de petición ante la autoridad 
competente en la Alcaldía para que revisara y verificara si se ajusta a derecho el trámite denominado 
"alineamiento y número oficial", llevado a cabo por el propietario o poseedor del inmueble en construcción. La 
respuesta a la parte afectada fue en el sentido de que, conforme al artículo 35 Bis de la Ley de Procedimiento 
Administrativo de la Ciudad de México, no se podía atender su solicitud, toda vez que ni ella ni la asociación son 
los titulares o causahabientes respecto del trámite referido, además de que no acreditaron su interés legítimo. 
Inconforme, promovió juicio contencioso administrativo en el que se declaró la nulidad de la resolución 
impugnada, por lo que la autoridad interpuso recurso de apelación, en el que el Pleno del Tribunal de Justicia 
Administrativa local reconoció la validez de la sentencia, la cual fue impugnada por aquélla mediante juicio de 
amparo directo. Sin embargo, el escrito de petición no fue revisado adecuadamente y mucho menos atendido por 
la autoridad demandada, ni por el Pleno señalado.  
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que cuando en un escrito de petición relacionado 
con la materia de una acción pública se plantean riesgos a la población y violaciones a la regulación en el ámbito 
urbanístico, que es de interés general, la autoridad, en acatamiento al derecho fundamental a la buena 
administración pública, debe contestarla bajo la premisa de que, incluso de oficio, debe ocuparse de la revisión 
pertinente de los aspectos señalados, pues no se trata de facultades discrecionales, sino regladas. 
Justificación: Lo anterior, porque de los artículos 60 de la Constitución Política, 2 de la Ley Orgánica del Poder 
Ejecutivo y de la Administración Pública y 36 de la Ley Constitucional de Derechos Humanos y sus Garantías, 
todas de la Ciudad de México, se advierte, entre otras cosas, que la buena administración pública constituye un 
derecho fundamental de las personas y un principio de actuación para los poderes públicos, el cual se vincula e 
interrelaciona con otros, como los derechos a la información, a la transparencia, a la tutela judicial efectiva, de 
petición y prerrogativas de carácter prioritario, en términos del artículo 1o. constitucional y del parámetro de 
control de regularidad constitucional, de conformidad con los criterios jurisprudenciales y tratados 
internacionales. Ahora bien, el artículo 106 de la Ley de Desarrollo Urbano del Distrito Federal (hoy Ciudad de 
México), prevé que las personas físicas o morales que se consideren afectadas por construcciones, cambios de 
uso del suelo o del destino del suelo u otros aprovechamientos de inmuebles que contravengan lo establecido en 
esa ley, en su reglamento, en el Reglamento de Construcciones local y en los programas urbanísticos, podrán 
ejercer acción pública ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo de la Ciudad de México. Asimismo, los 
artículos 5, 32, 42 y 228 de la Ley Orgánica de Alcaldías de la Ciudad de México establecen, en relación con los 
titulares de éstas y su personal, que entre sus facultades y obligaciones están registrar las manifestaciones de 
obra y expedir las autorizaciones, permisos, licencias de construcción y de demoliciones, conforme a la 
normativa aplicable, autorizar los números oficiales y alineamientos, vigilar y verificar administrativamente el 
cumplimiento de las disposiciones, así como aplicar las sanciones que correspondan en materia de 
construcciones, edificaciones y uso de suelo; entre otras. En consecuencia, si un escrito de petición se encuentra 
relacionado con la materia de una acción pública y se plantean riesgos a la población y violaciones a la 
regulación en materia de urbanismo, que es de interés general, la autoridad deberá contestar la petición bajo la 
premisa de que, incluso de oficio, debe ocuparse de la revisión pertinente a las cuestiones en comento, pues no 
se trata de facultades discrecionales, sino regladas; considerando, además, que la peticionaria de manera 
indirecta podría ser denunciante de posibles faltas administrativas de servidores públicos, y ello bastaría para ser 
considerada como parte en un eventual procedimiento de responsabilidad administrativa que pudiera surgir en 
contra de las autoridades omisas de la Alcaldía. 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
Amparo directo 309/2021. Laura Hortensia Castillo Vallejo. 28 de octubre de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. 
Secretario: José Arturo Ramírez Becerra. 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de diciembre de 2021 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
 



Registro digital: 2023955 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa, Civil 
Tesis: I.10o.A.5 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
PROCEDIMIENTO DE ARBITRAJE MÉDICO. LOS ACTOS QUE REALIZA U OMISIONES EN QUE INCURRE 
LA COMISIÓN NACIONAL DE ARBITRAJE MÉDICO (CONAMED), COMO ÁRBITRO DE ESE MECANISMO 
ALTERNATIVO DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS, DISTINTOS DEL LAUDO ARBITRAL, SON DE 
NATURALEZA CIVIL. 
 
Hechos: Una vez iniciado el procedimiento de arbitraje médico, es decir, integrada la relación procesal entre el 
usuario, el prestador del servicio –derivado de su aceptación manifiesta de sujetarse al arbitraje– y el árbitro –en 
este caso, la Comisión Nacional de Arbitraje Médico (Conamed)–, el usuario promovió juicio de amparo indirecto 
ante un Juzgado de Distrito en Materia Administrativa contra la omisión de resolver la queja médica presentada 
ante dicha comisión y formuló diversas ampliaciones de demanda, en contra de actos relacionados con la 
tramitación y conclusión del mecanismo alternativo de solución de controversias mencionado; derivado de los 
actos reclamados en la ampliación de demanda, el órgano jurisdiccional declinó competencia, al estimar que 
éstos eran de naturaleza civil, la cual fue rechazada por el Juzgado de Distrito en Materia Civil. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que una vez que las partes se sujetan al 
procedimiento de arbitraje médico, los actos que realiza u omisiones en que incurre la comisión citada –como 
árbitro de ese mecanismo alternativo de solución de controversias, distintos del laudo arbitral–, son de naturaleza 
civil. 
 
Justificación: Lo anterior, porque el procedimiento de arbitraje médico reviste las características de un 
mecanismo alternativo de solución de controversias y, como tal, constituye un procedimiento formalmente civil, al 
ocuparse exclusivamente de acciones y excepciones de esa naturaleza; máxime que atiende sólo a la voluntad 
de las partes que intervienen en el proceso quienes, de manera libre, voluntaria y de común acuerdo, 
determinaron que el o los conflictos surgidos o que puedan surgir entre ellas, sean decididos por ese medio. En 
consecuencia, a partir del momento en que las partes se sujetan al procedimiento arbitral, la autoridad 
administrativa se convierte en árbitro y, por tanto, los actos u omisiones en que incurre en el procedimiento del 
que deriva la función decisoria que le fue encomendada y se encuentra reconocida constitucionalmente, se 
tornan materialmente jurisdiccionales, ya que están encaminados a dirimir la cuestión debatida en el 
procedimiento arbitral y revisten una naturaleza civil, al actualizarse dentro de un mecanismo alternativo de 
solución de controversias. 
 
DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Conflicto competencial 30/2021. Suscitado entre el Juzgado Octavo de Distrito en Materia Administrativa y el 
Juzgado Primero de Distrito en Materia Civil, ambos en la Ciudad de México. 23 de septiembre de 2021. 
Unanimidad de votos. Ponente: Alfredo Enrique Báez López. Secretario: Carlos David Bautista Lozano. 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de diciembre de 2021 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



Registro digital: 2023970 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa 
Tesis: VI.1o.A.3 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE PUEBLA. LA SUSPENSIÓN DE PLAZOS 
PARA LA PROMOCIÓN DE LOS JUICIOS CONTENCIOSOS ADMINISTRATIVOS PREVISTA EN LOS 
ACUERDOS TJAEP/P-001/2020, TJAEP/P-002/2020 Y TJAEP/P-003/2020, EMITIDOS POR SU JUNTA DE 
GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN COMO MEDIDA PREVENTIVA CONTRA LA PROPAGACIÓN DEL VIRUS 
SARS-CoV2 (COVID-19), OPERA EN TODOS LOS CASOS, INDEPENDIENTEMENTE DE LA NATURALEZA 
URGENTE DEL ASUNTO. 
 
Hechos: La parte quejosa promovió juicio contencioso administrativo ante el Tribunal de Justicia Administrativa 
del Estado de Puebla, una vez que éste reactivó la actividad jurisdiccional, de conformidad con el Acuerdo 
General TJAEP/P-006/2020. Al resolver los recursos de reclamación interpuestos por las autoridades 
demandadas, el Pleno del citado tribunal consideró que la demanda se presentó de forma extemporánea, al 
tratarse de un asunto de naturaleza urgente, por lo que debió promoverse mientras los plazos estuvieron 
suspendidos.  
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que de la interpretación sistemática, teleológica y 
funcional de los Acuerdos TJAEP/P-001/2020, TJAEP/P-002/2020 y TJAEP/P-003/2020, emitidos por la Junta de 
Gobierno y Administración del citado tribunal, se colige que los plazos para la presentación de demandas de 
nulidad permanecieron suspendidos en el periodo comprendido del diecinueve de marzo al quince de julio de dos 
mil veinte, con independencia de que se tratara o no de asuntos de naturaleza urgente. 
 
Justificación: Lo anterior se sustenta en las consideraciones del Acuerdo General TJAEP/P-001/2020, de 
suspender los plazos durante la vigencia de las medidas de distanciamiento social dirigidas a evitar la 
propagación del virus SARS-CoV2 (COVID-19), con el fin de salvaguardar la salud de los servidores públicos y 
usuarios del sistema de justicia contenciosa estatal, frente a la crisis sanitaria. Ahora, si bien es cierto que el 
Acuerdo TJAEP/P-003/2020 vinculó a las Salas Unitarias a atender los asuntos que debieran ser calificados por 
el juzgador como urgentes, también lo es que fue con el solo objetivo de privilegiar el derecho de acceso a la 
justicia, mas no para someter a los justiciables en los casos urgentes al plazo para presentar sus demandas, 
excluyéndolos de aquella suspensión, pues estimar lo contrario vulneraría el principio de tutela judicial efectiva 
previsto en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que implicaría exigir a 
aquéllos anticipar esa decisión antes de presentar su demanda para determinar si se está o no en el supuesto de 
suspensión de los plazos, además de que contravendría la racionalidad de las medidas instauradas por la Junta 
de Gobierno y Administración, si por una parte, para garantizar el acceso a la justicia en asuntos urgentes se 
dispone y facilita el trámite de las demandas, pero por otra, para ejercer ese derecho se les obliga a presentarlas 
pese a las condiciones de confinamiento y medidas sanitarias impuestas, en desproporción y desventaja frente a 
los casos no urgentes en donde ese término fue suspendido. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 57/2021. 30 de septiembre de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier Cárdenas 
Ramírez. Secretaria: María del Rosario Hernández García.  
Esta tesis se publicó el viernes 10 de diciembre de 2021 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 


